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REFORMAS A LA LEGISLACIÓN PENAL PARA GARANTIZAR 

LOS DERECHOS DE LA VÍCTIMA COMO SUJETO PROCESAL 

Expediente N.º 17.619 
ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

El debido proceso en materia penal es uno de los pilares fundamentales en una democracia, ya que 
con este se intenta encontrar la verdad sobre un hecho tipificado como delictivo dentro un marco que 
garantice a sus participantes derechos esenciales y procesales. Sin embargo, hoy en día aun cuando 
se ha legislado en pro de esos derechos, se ha dejado de lado una de las partes elementales del 
proceso: la víctima. 

Esta no es la primera vez que se hace conciencia acerca de la necesidad de dar un mejor lugar a la 
víctima, inclusive se han obtenido logros a nivel legal en este tema, como el que se dio cuando se 
legisló a favor de un trato digno para evitar la revictimización sobre todo en casos de delitos 
sexuales. Sin embargo, los logros alcanzados no están relacionados con la actividad de la víctima 
durante el proceso, pues es concebida como mero espectador del mismo. 

Cuando se habla de reinvindicar el lugar de la víctima en el proceso penal, generalmente se le otorga 
la posibilidad de declarar y se le concede buscar un resarcimiento económico; sin embargo, si hay 
algo verdaderamente importante tanto para la víctima como para el Estado mismo es el 
reconocimiento del daño sufrido. Esto es evidentemente importante para la víctima, pero también lo 
es para el Estado en el tanto se reconozca que la acción cometida en contra de la víctima es lo 
suficientemente relevante como para que el Estado ejerza su potestad de imperio en contra de esa 
acción, la catalogue como delito y así permita una sana convivencia entre los ciudadanos. 

Con esta iniciativa de ley, se pretende que esa participación de la víctima en el proceso penal, sea 
efectiva a partir de una serie de instrumentos, uno de estos es la información, entre otros que se 
plantean. Si la víctima desconoce tecnicismos propios del proceso o detalles de las etapas del 
mismo, difícilmente podrá exigir el goce de sus derechos como participante. Por eso, se propone una 
normativa que garantice ese goce: 

1)  Derechos de información y trato: 
a)   A recibir un trato digno, que respete sus derechos fundamentales y que procure reducir o 
evitar la revictimización con motivo del proceso. 



b)   A que se consideren sus necesidades especiales, tales como limitaciones físicas, 
sensoriales o mentales, así como las diferencias sociales, culturales o étnicas. 

c)   A ser informada, en el primer contacto que tenga con las autoridades judiciales, de todos 
los derechos y las facultades, así como sus deberes, con motivo de su intervención en el 
proceso, además, tener acceso al expediente judicial. 

d)   A señalar un domicilio, lugar o un medio en el que puedan serle comunicadas las 
decisiones que se adopten y en el que pueda ser localizada, así como a que se canalice esa 
información, por una vía reservada a criterio de la Oficina de Atención a la Víctima del Delito 
del Ministerio Público, en caso de que se encuentre sujeta a protección. 

e)   A ser informada de todas las resoluciones finales que se adopten, así como de los 
cambios o las modificaciones en las medidas cautelares que se hayan adoptado por la 
existencia de un riesgo para su seguridad, vida o integridad física, siempre y cuando haya 
señalado un domicilio, sitio o medio en que puedan serle comunicadas. 

f)    A ser informada de su derecho a solicitar y obtener protección especial, en caso de 
riesgos o amenazas graves para sí misma o su familia, con motivo de su denuncia o 
intervención en el proceso. 

g)   A ser informada sobre la necesidad de su participación en determinados exámenes o 
pericias, a que se le expliquen sus alcances y a contar con la presencia de una persona de su 
confianza, que la acompañe en la realización de estas, siempre que ello no arriesgue su 
seguridad o ni ponga en riesgo la investigación. 

h)   A ser informada por el fiscal a cargo del caso, de su decisión de no recurrir la sentencia 
absolutoria o el cese o la modificación de las medidas cautelares adoptadas por la existencia 
de riesgo para su vida o su integridad física, dentro del plazo formal para recurrir cada una de 
esas resoluciones y con indicación de las razones para no hacerlo, siempre y cuando haya 
señalado un domicilio, lugar o medio para ser informada. 

Este proyecto de ley pretende reconocer de forma efectiva, el papel de la víctima como un sujeto 
más del proceso penal, con los mismos derechos y garantías que el resto de participantes. No se 
trata de menoscabar los derechos de los imputados sino más bien, se intenta que tanto la víctima 
como el imputado se encuentren en igualdad de condiciones y con el respeto absoluto de sus 
respectivos derechos, para que el proceso penal cumpla con su objetivo que es el intento de 
encontrar la verdad de los hechos y otorgar las consecuencias del caso. 

En razón de lo expuesto se presenta el siguiente proyecto: 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: 

REFORMAS A LA LEGISLACIÓN PENAL PARA GARANTIZAR 

LOS DERECHOS DE LA VÍCTIMA COMO SUJETO PROCESAL 

ARTÍCULO 1.- Refórmase el artículo 71 del Código Procesal Penal, Ley N.º 7594, de 10 de abril de 
1996, para que en adelante se lea: 



“Artículo 71.- Derechos y deberes de la víctima 

Aunque no se haya constituido como querellante, la víctima tendrá los siguientes derechos 
dentro del proceso: 

1)  Derechos de información y trato: 
a)   A recibir un trato digno, que respete sus derechos fundamentales y que procure reducir 

o evitar la revictimización con motivo del proceso. 
b)   A que se consideren sus necesidades especiales, tales como limitaciones físicas, 

sensoriales o mentales, así como las diferencias sociales, culturales o étnicas. 
c)   A ser informada, en el primer contacto que tenga con las autoridades judiciales, de 

todos los derechos y facultades, así como sus deberes, con motivo de su intervención en 
el proceso, además, tener acceso al expediente judicial. 

d)   A señalar un domicilio, lugar o un medio en el que puedan serle comunicadas las 
decisiones que se adopten y en el que pueda ser localizada, así como a que se canalice 
esa información, por una vía reservada a criterio de la Oficina de Atención a la Víctima 
del Delito del Ministerio Público, en caso de que se encuentre sujeta a protección. 

e)   A ser informada de todas las resoluciones finales que se adopten, así como de los 
cambios o las modificaciones en las medidas cautelares que se hayan adoptado por la 
existencia de un riesgo para su seguridad, vida o integridad física, siempre y cuando 
haya señalado un domicilio, sitio o medio en que puedan serle comunicadas. 

f)   A ser informada de su derecho a solicitar y obtener protección especial, en caso de 
riesgos o amenazas graves para sí misma o su familia, con motivo de su denuncia o 
intervención en el proceso. 

g)   A ser informada sobre la necesidad de su participación en determinados exámenes o 
pericias, a que se le expliquen sus alcances y a contar con la presencia de una persona 
de su confianza, que la acompañe en la realización de estas, siempre que ello no 
arriesgue su seguridad o ni ponga en riesgo la investigación. 

h)  A ser informada por el fiscal a cargo del caso, de su decisión de no recurrir la sentencia 
absolutoria o el cese o la modificación de las medidas cautelares adoptadas por la 
existencia de riesgo para su vida o su integridad física, dentro del plazo formal para 
recurrir cada una de esas resoluciones y con indicación de las razones para no hacerlo, 
siempre y cuando haya señalado un domicilio, lugar o medio para ser informada. 

2)  Derechos de protección y asistencia: 
a)   Protección extraprocesal: 

La víctima tendrá derecho a solicitar y a obtener protección especial, en caso de riesgos 
o amenazas graves para su vida o integridad física o la de sus familiares, con motivo de su 
denuncia o intervención en el proceso. El ministerio público, la policía, el juez o el tribunal 
de juicio que conozcan de la causa adoptarán las medidas necesarias para que se brinde 
esta protección, la víctima será escuchada, en todo procedimiento en que se pretenda 
brindarle protección. La Oficina de Atención a la Víctima del Delito del Ministerio Público 
coordinará con todas las fiscalías del país la protección de las víctimas y canalizará, por su 
medio, la información necesaria para sustentar las medidas de protección o las solicitudes 
de medidas cautelares, según lo regulado en el párrafo final del artículo 239 de este 
Código. 
b)   Protección procesal: 

Cuando su conocimiento represente un riesgo para su vida o su integridad física o la de 
sus familiares, con motivo de su denuncia o intervención en el proceso, la víctima tendrá 
derecho a que se reserven sus datos de identificación, como nombre, cédula y domicilio, 
números de teléfono o lugar de trabajo y que no consten en la documentación del proceso; 



además, en los casos excepcionales señalados en el artículo 204 bis de este Código, 
tendrá derecho a mantener reserva de sus características físicas individualizantes, cuando, 
por la naturaleza del hecho, estas no sean conocidas por el imputado u otras personas 
relacionadas con él, sin perjuicio del derecho de defensa, para asegurar su testimonio y 
proteger su vida, podrán utilizarse los medios tecnológicos disponibles como la 
videoconferencia o cualquier otro medio similar, que haga efectiva la protección acordada, 
tanto cuando se haga uso del anticipo jurisdiccional de prueba como en juicio, en los 
términos y según el procedimiento regulado en los artículos 204 y 204 bis de este Código. 
c)    Las personas menores de edad víctimas, las mujeres víctimas de abuso sexual o de 
violencia y las víctimas de trata de personas y de hechos violentos, tendrán derecho a 
contar con medidas de asistencia y apoyo, por parte del personal designado para tal efecto, 
tanto en el Poder Judicial como en el Ministerio de Seguridad y otras instituciones, a fin de 
reducir la revictimización con motivo de su intervención en el proceso y facilitar su 
participación en las distintas diligencias judiciales, como pericias o audiencias. 
d)   Las personas menores de edad víctimas tendrán derecho a que se considere su interés 
superior a la hora de practicar cualquier diligencia o pericia y, especialmente, a la hora de 
recibir su testimonio; para ello, el Ministerio Público, el juez o el tribunal de juicio que 
conozca de la causa, adoptarán las medidas necesarias para que se reduzcan los trámites 
y se reciba su testimonio, en las condiciones especiales que se requieran. Podrá solicitarse, 
en caso necesario, un dictamen al Departamento de Trabajo Social y Psiquiatría y 
Psicología Forense o de algún otro perito o experto, debidamente nombrado, resguardando 
siempre el derecho de defensa, tal y como lo regulan los artículos 212, 221 y 351 de este 
Código. 
e)      La víctima tendrá derecho a licencia con goce de sueldo por parte de su patrono, 
público o privado, cuando tenga que asistir a diligencias judiciales, a pericias o a 
comparecer ante el llamamiento judicial y por el tiempo necesario para ello. Con el objeto 
de comprobar la asistencia a tales actos, el despacho que conoce de la causa o ante quien 
se realice la diligencia, deberá extender el comprobante respectivo, en el que se indique la 
naturaleza del acto y la duración efectiva del trámite. El Ministerio Público, el juez o el 
tribunal de juicio que conozca de la causa, adoptarán las medidas necesarias para evitar 
que la víctima sea sometida a múltiples citaciones o comparecencias; además, cuando sea 
posible, deberán programarse las audiencias, para que se rinda el testimonio, a la brevedad 
posible y no se haga uso abusivo de la licencia concedida. 

3)  Derechos procesales: 
a)   La víctima tiene derecho a denunciar por sí, por un tercero a quien haya autorizado o 
por mandatario, los hechos cometidos en su perjuicio. 
b)   La víctima directamente ofendida por el hecho tiene el derecho de ser escuchada en 
juicio, aun si el Ministerio Público no la ofreciera como testigo. En todas las gestiones que 
este Código autoriza realizar a la víctima, prevalecerá su derecho a ser oída. No podrá 
alegarse la ausencia de formalidades de interposición, como causa para no resolver sus 
peticiones, y tendrá derecho a que se le prevenga la corrección de los defectos en los 
términos del artículo 15 de este Código. 
c)   A apelar el sobreseimiento definitivo, en las etapas preparatoria, intermedia y de juicio, 
así como la desestimación. 
d)   Cuando el Ministerio Público le comunique su decisión de no impugnar la sentencia 
absolutoria, el cese o la modificación de las medidas cautelares adoptadas por la existencia 
de un riesgo para su vida o integridad física y la víctima no esté conforme, tendrá el 
derecho de recurrir a tales decisiones, en los términos establecidos en el artículo 426 de 
este Código. 



e)   A ser convocada a la audiencia preliminar, en todos los casos, siempre y cuando haya 
señalado un domicilio, lugar o medio en que pueda ser localizada y a que se considere su 
criterio, cuando se conozca de la aplicación del procedimiento abreviado, la suspensión del 
proceso a prueba, la conciliación o la aplicación de un criterio de oportunidad, en los 
términos y alcances definidos en este Código. En cualquier caso en que se encuentre 
presente se le concederá la palabra. 
f)   A ejercer la acción civil resarcitoria, en los términos y los alcances que define este 
Código, a plantear la querella en los delitos de acción privada, a revocar la instancia en los 
delitos de acción pública dependiente de instancia privada, a solicitar la conversión de la 
acción pública en acción privada, así como a desistir de sus querellas o acciones, todo en 
los términos y alcances que define este Código. 
g)   La víctima tendrá derecho a embargar de forma preventiva los bienes de los 
demandados civiles cuando esta ejerza acción civil resarcitoria sin necesidad de rendir 
garantía previa. 
h)  A que el Ministerio Público le comunique su decisión de acusar, solicitar el 
sobreseimiento o la aplicación de un criterio de oportunidad, a fin de que, en los términos 
regulados en este Código, decida si formula querella y se constituye en querellante, o si 
formula la acción civil resarcitoria. 
i)   Cuando se solicite la prisión preventiva por la existencia de riesgos o amenazas a la 
vida o la integridad física de la víctima o de sus familiares, tendrá derecho a ser escuchada 
por el juez, al resolver de la solicitud que le formule el Ministerio Público, siempre y cuando 
haya señalado un domicilio, lugar o medio para ser localizada. Podrá hacer su 
manifestación por escrito para ser presentada por el fiscal junto a la solicitud de prisión, sin 
perjuicio de que el juez decida escucharla. Para tales efectos, el fiscal a cargo del caso 
podrá requerir información a la Oficina de Atención a la Víctima del delito del Ministerio 
Público, con el objeto de fundamentar su solicitud, en los términos que se regulan en el 
párrafo final del artículo 239 de este Código. 
j)   A acudir ante el juez de la etapa preparatoria, a señalar los errores, las omisiones o los 
retrasos que estime han ocurrido en la investigación de los hechos en su perjuicio, en los 
términos establecidos en el último párrafo del artículo 298 de este Código. Asimismo, podrá 
objetar el archivo fiscal en los términos que regula el numeral 298 citado. 
k)  A que le sean devueltos a la brevedad posible, aun en carácter de depósito provisional, 
todos los bienes o valores de su propiedad que hayan sido incautados o recuperados por 
las autoridades, con el propósito de ser utilizados como evidencia. 
l)   La víctima tiene derecho a interponer recurso de casación aunque no se encuentre 
constituida como querellante. 

4)   Derechos de la víctima en la etapa de ejecución de la pena: 
a)   La víctima tendrá derecho a solicitar información acerca de la cárcel donde el 
delincuente esta cumpliendo su sentencia, fecha de su libertad, la duración de su libertad y 
las condiciones de su control, cualquier cambio de libertad, si el acusado o el delincuente 
ha sido puesto en libertad de la cárcel, bajo supervisión y dónde residirá mientras esté en 
libertad condicional supervisada. 
b)   La víctima tendrá derecho a solicitar información de cuánto tiempo durará la sentencia y 
cuándo comenzó, así como informar si el delincuente no cumple con las ordenes de fianza 
o libertad condicional, como comunicarse con las oficinas que pueden otorgar o cambiar las 
condiciones de libertad condicional, podrá revisar los plazos del encarcelamiento del 
delincuente y puede participar en las audiencias de revisión de los plazos de 
encarcelamiento del delincuente o el procedimiento de libertad condicional. 
La víctima de domicilio conocido deberá ser informada por el juzgado de ejecución de la 

pena o el respectivo centro penitenciario donde descuenta la pena el condenado, de la fecha 



en que este será puesto en libertad, o cumpla con la libertad condicional, así como dónde 
residirá durante este tiempo o cualquier cambio de domicilio del sentenciado mientras este 
goce de este beneficio. 

ARTÍCULO 2.- Refórmase el artículo 12 la Ley N.º 8720, Ley de protección a víctimas, testigos y 
demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adición al Código Procesal Penal y al 
Código Penal, de 4 de marzo de 2009. 

“Artículo 12.- Solicitud y procedimiento de las medidas de protección extraprocesales 
[...] 
g) 
[...] 

2) Apelación: de lo resuelto solo cabrá recurso de apelación ante la jefatura, el cual deberá 
interponerse en el término de tres días a partir del día siguiente de la notificación de la 
denegatoria. 
[...]” 

Rige a partir de su publicación. 

Luis Antonio Barrantes Castro 

DIPUTADO. 

NOTA:   Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión Permanente Especial de 
Seguridad y Narcotráfico. 

San José, 16 de febrero de 2009.—1 vez.—O. C. Nº 20206.—C-244800.—(IN2010048695). 

 


